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SENTENCIA INTERI,OCUTORI  DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

Lima. 15 de octub¡e dc 2018

ASUNT'O

FUNDAMENTOS

En la scntcncia emitida en el Expediente 00987 2014-PA/TC, publicada en el drano
ol¡cial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
de¡egatoria, dictada si¡ más t¡ámite, cuando se prescnte alguno dc los siguic¡tcs
supuestos, que igualmente están contenidos en el artículo I I del Reglamento
Normativo del T bunal Constitr.¡cional:

ri
Carczca dc fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de De¡echo contenida en el recurso no sea de especial
trascende¡cia constifu cional.
La cucstión de Dc¡ccho invocada contradiga un prcccdentc dcl Tribunal
ConstiÍrcional.
Se haya decidido de manera desesti¡nato¡ia en casos sustancialmente iguales.

2 prcscntc caso, sc cvidcncia quc cl rccurso dc ag¡avio no está referido a una
tión de Derecho de especial trascendencia constitt¡cional. En cfccto, para
lver la controversia 

-referida 
¿ que se declare inaplicablc la Resolución 340-

CRAR-[sSalud-20 ]6, de 3l de marzo de 2016, emitida por la Ge¡encia de la Red
Asistcncial Rcbagliati HNERM, lncdiantc la cual se encarga los puestos
directivos que las demandantes poseían a otras enfermeras dc 1a citada Rcd, pese a
que estas últimas no hab¡ian concu¡sado para acccdm a dichos cargos; y que, en
consecuerlcia, se emita una resolución de gerencia que devuelva los cargos y plazas
que por concü¡so se asignó a las recurcntcs- existe una vía proces¿l igualmentc
s¿tislacto a. Aquello ocurre cuando, en casos como cstc, las demandantes
mantiencn vinculo laboral vigcntc con su empleadoia: cüaho se encuentran srúctas
al régimen laboral privado y siete al régimen laboral público.

3- En consecuencia, se verifica que el preseDte recurso dc agravio ha incl¡rrido en la
callsal de rechazo prevista eü el acápite b) del fundamento 49 dc la seotencia

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Eliana Ruth Rod guez

Rodrigucz de Soto y otras contra la resolüción de fojas 207, de 26 dc junio de 2017,
cxpcdida por la Cuaña Sala Civil de la Cofte Superior dc Justicia de Lima, que declaró
improcedente Ia dcma¡da dc autos.
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emitida e¡ cl Expediente 00987-2014-PA,/TC y eü el inciso b) del artículo 11 del

Rcglamento Notmativo del Tribunal Co¡stitucional. Por esta mzón, conesponde

declarar, sin más trá¡¡ite, improcedente el recurso de agravio constifucional.

Por estos fundamcntos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Politica dcl Pcru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña

Barera, convocado para di mir la discordia suscitada por el voto singular del

magjstrado Ferero Costa,
Además. se incluye el l'undamento dc voto delmagistmdo Espinosa-Saldaña Barrcra.

N,IIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADi\
¡-,S PI NOSA-SALD,\ÑA BARRER{

c

Publíquese y notifiqüese.

SS.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional.
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FUNDAMEN1'O DE VOTO DEL MAGISTRA.DO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRER4.

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar lo siguienle:

L Si lo que se quería era alegar que aquí existe una via igualmente satisfacloria al

amparo, debieron aplicarse las paütas del precedcntc "Elgo Ríos" y procederse a un

rechazo lim;nar en base a la causal c) del f'undamento 49 del precedente "Vásquez
Romero". Con todo respeto, los precedentes están para cumplirse, salvo que se

acrcdite una distinción o el apartamiento de allí previsto.

2. En todo caso, si se quería aplicar la oausal b), se ha incumplido el lorm¿to especial
previsto al respecto.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA l,lD
s

\

o:Lo q*
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VOTO SINGULAR DtrL MAGIS'I'RADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitr.¡ción, y con el mayor respeto por la poncncia
de mi colega magist¡ado. emito el presente voto singular, pala exp¡esar respetuosamente
que disicnto del precedentc vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC.
SENTEN-CIA INTERLOCUTORIA DENBGATORIA, por los fundamentos quc a
continuación expongo:

EL TRTBUNAL Co¡'sT¡r'ucroNAL coMo coRtI o¡ novrslóx o FALLo y No DE
casAcróN

l,a Conslilución de 1979 crcó el Tribunal de Garantías Constitucionales co¡(r
instancia de casación y la Constitución de 1993 coüvirtió al Tribunal Constitucional
en instaDcia de 1allo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra hisroria
constitucional, dispuso la creación de un órgano rrd ,4oc, independientc del pocler
Judicial, con la tarea de garantiz¿r 1a supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos fündamenfales.

2. La Ley lrundamental de 1979 estabjeció que el Tribunal de Garantías
Conslitucionales era un órgano de controi de la Constitución, qL¡e tenia j urisdicción
en ¡odo el lerritorio laciona] para conoccr. en vía de casaci(in, de los habeas corput
r amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribtutal no
constituia una insta¡lcia habilitada para fallar en forma dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no sc pronunciaba sob¡e los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
derecho' recunucidos en l:r Consliluiion.

EXP. N." 03880-2017-PA/1 C
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lln ese scntido, la Ley 23385, Ley Orgrínica dcl Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigentc en ese momento, estableció, en sus arrículos 42 al 46, t¡ue
dicho órgano. al encontrar una ¡esolución dencgatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lo¡ma errada o ha incu¡rido en graves vicios procesales cn 1a
tramitación y resoiución de la demanda, procedcrá a casar la sentencia v. lueso de
señalar la deficiencia. devolve¡á los acruados a la Cofe Suprcma rle Justicraie la
RepÍ¡blica (reenvío) para que etnita nuevo lallo siguiendo sus lincamienlos,
procedimiento que. a todas luccs, dilataba en exccso los procesos constitr¡cionales
mencionados.

4. Il1 modelo de lutela anle amcnazas y vulneración de dercchos lue seriamenre
modificado en la Constitr¡ción de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutcla de dos a cuat¡o, a saber, habeas corpus, arrLparo, haiaas clatu
y acoión dc cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitr¡cionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica cróreame¡te como "órgano de control de la Constitución,,. No obstanlc. en

Mt
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materia de procesos constitucionalcs dc la libertad, la Constitución eslablece que el
Tribunal Clonstitucional es instancia de revisión o lallo.

5. Cabe señalar que la Constituoión Politica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prcscribc que co¡responde al T¡ibunal Constitucjonal "cofiocer, en l¡ltima y
delinilita ¡nsfancia, los resoluciones denegatoriat dicladas en los procesos de
habeas corpus, ampuro, habeas da¡a y acc¡ón de cumplimiento". Flsta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentalcs,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evaiúe ios alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contraveldría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa dc la persona humana y el respeto de su dignidad como fill supremo de la
sociedad y del Bstado (articulo l), y "Lt obsefidncie del debido prcceso y tutela
jurisd¡cc¡ofial- NingLmq persofia puede ser desúatlu de le jurisd¡cción
predelermínada pot la ley, ¡1i sometidd a procedimienfo al¡stifito de k)s preridmefite
esldblec¡dos, ni ¡Ltzgad,:l pol órguno.\ ¡urísdicc¡ainales de excepción n! por
cotnisiones especiales creadas ul el¿cto cualquierct sea .eu denotfiifiación',,
consagrada eD el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte. a dilere¡cia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acccso a la última instancia constitucjonal tiene lugar por la vía del cett¡orari
(Suprcma Corte de los Iistados Unidos). cn el Peú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interprctación de la Constitnción cápaz de ingresar al londo
cn los llamados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho cn sede del Podcr Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta ame[aza o lesión de un derecho fundamental. se
debe ab¡ir la vía corespondicnte para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarce. Pero la apeÍura de csta vía solo sc p¡oduce si sc permite al
pelioionantc colaborar con Ios jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anilisir de lo que se pretcnde. dc lo que.e inr or ¡.

7. I-o constitucional es escuchar a Ia parte como concretización de su derecho
ir¡enunciable a la del¿nsa; además, un Tribunal Constitucional constituvc el más
efcctivo medio de dcfcnsa de los dcrechos lundamcntales frenre a los po<leres
pírblicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justiciá frcnte a la
arbitradedad.

EL D[Ru(]ro A sER oiDo coMo ]I^NIFESIACIóN DE LA DITMOCRATIZAC|ó\ DL r,()s
PRocESos CoNs'I t'r'tictoN^LEs DD t.A LIBERTAI)

EXP. N.. 01880 2017 PA/-tC
I,IMA
I]LIANA RtJ,l.H RODRiCt]I]Z
RODRÍGUEZ DE SOTO Y OTRAS

1,,{\

8. La administración de justicia constitr¡cional dc la liberad que b¡inda el 'l¡ibunal
Constitucional. dcsde su creación, cs respetuosa. col¡o corresponde, del de¡echo de
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del'ensa inhc¡cntc a toda persona, cuya manilestación p maria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquicr proceso cn ci cual se
Jerenninen su. derecho.. inrcrcscs y oblrg¡cio¡es.

9. Precisamente. mi alejamienlo respecto a la emisión dc una resolución constitucional
sin realizarse ar.rdiencia de vista está relacionado con la defensa- la cual- sólo es

efectiva cuando eljusticiablc y sus abogados pueden exponer! de manera escrita y
oral. los argu¡nentos pertinentcs, concretándose el principio de inmcdiacion que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la i¡teñención de las pafies, corresponde scñalar que, en lanto que la
potestad de adninistrar justicia constituye una manifes¿ación del poder qrie el
Estado oste[ta sobre las pcrsonas, sll ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluyc el derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabe añadir qüe ia participación directa de las partes, e¡ del'ensa de sus intcrcscs.
clue se concedc cD la aL¡diencia dc vista, también constituye uÍ elemento quc
democratiza el proccso. De lo contrario, se decidi a sobrc la esl'era de interés dc
!¡na persona sin permitirle alcgar io correspondiente a su favor, 1o que resultaria
cxcluyente y antidemocrático. Además, cl Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, 1as razones, los motir,os y los
argumentos que justillcaü sus decisiones, porquc el Tribunal ConstitucioÍal se
legitima no por scr nn tribunal dc justicia. sino por la justicia de sus ¡azones. por
cxpresar de modo suficiente las razoncs de derecho y dc hecho relevantes cn cada
caso que ¡esuelve.

12. Hn ese sentido, la Corte Interame¡icana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de defeosa "obliga dl Estado a tretü al i dil)iduo en todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en rl mát omplio s¿ntido dc este .uncepto, | /to
simplemente como objeto del mismo"' . y que "faro que exi:ta Jehido pru.en^o legal
es prctiso que un .iusticiable puedd hacer yaler sus derechos y defender sus
intereses en^_lórma efect¡ru y en cond¡c¡o es de igualdatl procesal cotl otros
¡ustic ilhlcs'".

I Cofe IDfl. Caso Bareto Leiva vs. Ve¡ezuela, scntencia del 17 de noviembre dc 2009,
párafo 29.

'z Cofe IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. lrinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio dc 2002. prirafo 146.
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N^r'uR,\Lf,za l'RocEsAr, DrL REC!Rso Df, AGRAVTo CoNs'r' r cloNAL

11. El modelo de "instancia dc t'allo" plasmado en la Constitució¡ Do puede ser
dcsvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposicioncs. Dicho Tribunal es su intérprete supremo! pero no su reformado¡, toda
vez clue como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cr¡ando se aplica a un proceso constitucional de la libcrtad la denominada
"scntencia inlerlocutoLia'. el recurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ),a quc cl T¡ibunal Constitucional no liene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalilicar" el recurso de agravio constitucional_

15. De confo¡midad con los artículos 18 y 20 del Código Proccsal Constitucional, el
Tribunal Constitr¡cional no "concede" el recurso. Esta es una compete[cia de ]a
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal Io que le corespondc es conocer del
RAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contra o de ,,conocer,' 1o que la pane alega
como un ¿gra\ io qlre lc (¿usa indetén(ión.
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16. Por otro lado, ia "scntencia interlocutoria" establcce como supuestos para su
apiicación fómulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de 1<ls casos,
requiere ser aclarado, justiticado y concretado e1l supucstos especificos, a saber,
idcntiñcar en quó casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convic¡Ie el empleo de la precitada sentencia en a¡bitrario, toda vez que se podria
al¿ctar, cntre ofos, ei dcrecho fundamental de defcnsa, en su manifestación cie sc¡
oido con las clebidas garantias. pues ello daría lugar a decisiones subietivas y
carenics de predic¡ibilidad, al'eciando notablementie a Ios jusricrables, qri"nes
tend an que adivinar qué resolterá el Tribunal Constitucional antes dc p¡esentar su
respcctiva demanda.

17. Por Io demás, m &tati.^ nutdndis, el preccdellte vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/ l C repite Io señalado por e1 Tribunal Constitucional en ouos
lállos, como en el caso Lr¡is Sánchez Lagomarcino Ramí¡ez (Sentencia 02g77-
2005-PHC/|C). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos oonstitucionales dc la libertad (supletoriedad, vía pre\ia,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierlo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean tje
una naturaleza procesal distinta a la de los p¡ocesos ordiDarios no constituye un
motivo para que se pueda desvifuar la esencia principal dcl recurso de agr:rrio
collslitucional.

M
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19. Por tanto, si sc tiene eD cuenta que la justicia en sede constitucional represeDta la
últirna posibilidad para protegcr y ¡cparar los dc¡cchos fuDdamcntaics dc los
agraviados, voto a Iavor de que en el presente caso se convoque a audiencia pa¡a la
vista. )o que ga¡antiza que el Tribunai Constitucional, en tanto instancia última y
def-rnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
dcrechos esenciales cuando no cncuentran justicia el1 el Poder Judicial;
especialmcnte si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos,

20. Como alirmó Raúl Ferrero Rcbagliati. "la delensa del derecho dc uno es, a1 mismo
licmpo. una delensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
e11traña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defendcr su derecho
cstá defendiendo el de los dcmás y el de la comunidad que resulta oprinida o
envilccida sin la prolecc ión j udicial auténtica".

Laq
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